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DERECHO DE PETICIÓN – CARENCIA DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [C]on la respuesta que le fue enviada por parte de la Secretaría de Educación al abogado de la actora, se observa que en efecto los cuestionamientos elevados fueron respondidos, no obstante que ello se dio por fuera del término al que alude la ley, lo que de contera motivó al a quo a declarar la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado. Y aunque la Sala está de acuerdo con tal determinación, porque no obstante que lo respondido no consultó los intereses del actor, de todas formas se aprecia que la  Secretaría sí respondió lo reclamado por la actora en marzo de 2017. DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO – DAR TRÁMITE AL RECONOCIMIENTO DE SUSTITUCIÓN PENSIONAL. [L]a inactividad de la entidad territorial para dar curso al procedimiento reglado en el Decreto 2831 de 2005, da pie a considerar que con ello se vulneró el debido proceso administrativo. Aunque tal derecho fundamental no fue objeto de requerimiento alguno por la actora, la facultad de fallar extra y ultra petita en materia de tutela ha sido desarrollada ampliamente por la Corte Constitucional, lo cual atiende a la efectividad del estructural principio de prevalencia del derecho sustancial, como situación que permite al juez de tutela determinar qué derechos fueron han sido quebrantados, no obstante que los mismos no hayan sido expresamente identificados por el demandante pero se desprendan de los hechos. (…) Para la Sala, en síntesis, se trasgredió el derecho fundamental al debido proceso administrativo de la señora GÓMEZ DE POLANCO, pues no obstante que desde el mes de febrero la entidad territorial cuenta con la documentación requerida para dar iniciación al estudio de su reclamación prestacional, ninguna tarea se ha adelantado, por cuanto no fue radicada de manera directa en las ventanillas de la Oficina de Atención al Usuario de la Gobernación del Valle, situación que le ha impedido obtener un resultado -independientemente de que sea a su favor o no-, observándose con ello que la Secretaría de Educación Departamental del Valle ha omitido el cumplimiento de sus funciones, pues luego de haber recibido la documentación enviada por el Fondo de Prestaciones del Magisterio, debió darle el procedimiento señalado.
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado de la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra de la Gobernación del Valle del Cauca – Secretaría de Educación Departamental.

2.- DEMANDA 

Aduce el apoderado de la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ que en mayo 23 de 2016 pidió a la Secretaría de Educación de la Gobernación del Valle que le reconociera y pagara a ésta una sustitución pensional por el fallecimiento de su cónyuge, indicándoseles en junio 8 de ese año que debían diligenciarlo por medio del formato de la Fiduprevisora, frente a lo cual en diciembre 20 de 2016 por error la dirigió al Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio la documentación requerida, y esta entidad en febrero 7 de 2017 le comunica que no tiene competencia para ello y por ende remite el oficio a la Secretaría de Educación del Valle, dependencia ésta última a la cual se le envía nueva petición en marzo 7 de 2017 donde se solicita información del referido trámite, sin recibir respuesta alguna. 

Pide en consecuencia, se ordene a la Secretaría de Educación Departamental del Valle del Cauca que conteste la petición presentada.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la Secretaría de Educación del Valle, y dispuso vincular a la FIDUPREVISORA, quienes al respecto señalaron lo siguiente:

- El Vicepresidente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, expresa que no tienen competencia para expedir actos administrativos relacionados con prestaciones económicas de docentes, pues ella radica en impartir aprobación al proyecto de acto administrativo que elaboran las secretarías de educación y luego de expedirse la resolución correspondiente proceder al pago de la prestación reclamada. Aduce que al respecto la Secretaría no ha radicado solicitud alguna en los aplicativos dispuestos para ello ni mucho menos remitido el proyecto pertinente y por ende pide su desvinculación del trámite y se requiera a la Secretaría de Educación para lo  de su competencia.
- El Jefe de la Oficina Jurídica de la Secretaría de Educación de la Gobernación del Valle, señala que  mediante oficio de junio 8 de 2016 se le comunica a la solicitante que una vez diligenciado el formulario y demás documentos que debe radicarlos en la Oficina de Atención al Ciudadano, pero el accionante hace envío de los mismos a la FIDUPREVISORA pese a saber que debía hacerlo a dicha dependencia, como así lo dictan los protocolos existentes, por lo cual nuevamente mediante oficio de mayo 16 de 2017 se le reitera tal información.  Pide en consecuencia se declare la improcedencia de la acción constitucional, al haberse respondido lo pedido.
- Frente a lo indicado por la Secretaría, el apoderado de la actora allega escrito en el que aduce que la respuesta entregada no puede tenerse como de fondo a lo pedido, pues la Secretaría ya cuenta con la documentación exigida donde también se aportó el formato estipulado por la Gobernación, y aunque éstos por error se dirigieron a la FIDUPREVISORA, ésta luego los remitió a dicha la Secretaría, sin existir fundamento para no dar continuidad al trámite al tener en su poder los papeles respectivos. Agrega que la entidad debe efectuar un pronunciamiento definitivo ante lo solicitado. 

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de mayo 31 de 2017 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en la cual negó el derecho reclamado por considerar que se presentó un hecho superado,  pues el objeto de la misma era el de obtener una respuesta de la petición elevada en marzo 7 de 2017 y en efecto la entidad demandada precisó que recibió los documentos de la FIDUPREVISORA y le indicó el trámite a seguir para activar la reclamación pedida, con lo cual se entiende que la Secretaría de Educación respondió los interrogantes formulados.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con lo decidido, el apoderado de la actora, expresa que si la FIDUPREVISORA envió la documentación a la Secretaría de Educación, pero la misma no se atendió por cuanto debió radicarse ante la Oficina de Atención al Ciudadano, considera que la respuesta entregada no resuelve de fondo la petición, pues los requisitos para su concesión están completos, sin entender por qué le exigen radicarlos cuando ya los poseen, toda vez que fueron reenviados por la FIDUPREVISORA donde se allegaron inicialmente por error.  Agrega que lo requerido pone a su cliente en trámites inoficiosos, pues la Secretaría tiene todos los papeles pertinentes y ello implica un desgaste innecesario, pues solo sería para darles un número de radicación interno.

La respuesta de la Gobernación es evasiva, al no cumplir de fondo lo pedido, lo que también vulnera el principio de solidaridad, al hacerle exigencias inoficiosas para la radicación de documentos que ya tiene la Secretaría, viéndose igualmente afectado el derecho a la colaboración armónica entre entidades estatales, donde a la postre se trasgreden los derechos de los usuarios, como sucede con la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ, debido al mal trámite allí adelantado.  Agrega que el derecho de petición se trasgrede al no responderse lo pedido y solo indicar que se debe seguir un protocolo que fue surtido a cabalidad, y pide en consecuencia que se ordene a la accionada que emita la contestación que pide.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó el amparo del derecho de petición reclamado por la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la providencia pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso, la señora GÓMEZ DE POLANCO concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que considera vulnerado por la Secretaría de Educación Departamental del Valle, al no haber dado respuesta de fondo a lo pedido en marzo 7 de 2017, por medio de la cual  pedía lo siguiente: “informen si tienen conocimiento de la reclamación de sustitución pensional de la cual FOMAG le remitió a ustedes el día 07 de febrero de 2017 y, además de informar el estado actual del trámite que ante ustedes se adelanta”.

Como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que responda de manera negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

Sobre el particular existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”.-negrillas de la sala-
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 reza que : “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

Y en materia pensional, más concretamente en lo relativo a la sustitución pensional o pensión de sobrevivientes, que es la que reclama la actora a la Secretaría de Educación del Departamento del Valle, tenemos que el artículo 1º de la Ley 717 de 2001, dispone lo siguiente: “El reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes por parte de la entidad de Previsión Social correspondiente, deberá efectuarse a más tardar dos (2) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente documentación que acredite su derecho”. 
Lo que acá se observa es que en primera instancia el apoderado de la señora GÓMEZ DE POLANCO, elevó petición a la Secretaría de Educación Departamental del Valle en mayo 23 de 2016, con miras al otorgamiento de la sustitución pensional a favor de la misma, con ocasión del fallecimiento de su cónyuge ALFREDO ENRIQUE POLANCO VIANA, frente a lo cual se le informó en junio 8 de 2016 que tal solicitud debía ser diligenciada en el formato de la FIDUPREVISORA.  Seis meses después -en diciembre 20 de 2016- el apoderado envío por error, al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio con sede en Bogotá los documentos exigidos por la mencionada Secretaría y en febrero 7 de 2017 dicha entidad le comunica que no es competente para realizar dicho trámite y que remitirían la documentación a la Secretaría de Educación del Valle.

Lo anterior situación, fue lo que motivó al apoderado de la actora para que en marzo 17 de 2017, pidiera información con respecto a la documentación reenviada por el Fondo de Prestaciones del Magisterio e igualmente el estado actual del referido asunto.

Ante dicho requerimiento, y solo con posterioridad a haberse presentado la acción constitucional -mayo 12 de 2017-, por parte de la Coordinadora de Prestaciones Sociales de la Secretaría de Educación Departamental del Valle, se le dio respuesta a lo pedido por el solicitante por oficio de mayo 16 de 2017, de cuya contestación se desprende lo siguiente:  i) que en efecto la documentación que había sido dirigida a la FIDUPREVISORA les fue remitida con sus soportes, relativos al reconocimiento de la sustitución pensional del señor ALFREDO ENRIQUE POLANCO; ii)  que cada ente territorial tiene protocolos y requisitos para las reclamaciones de acreencias, por lo cual mediante oficio de junio 8 de 2016 se le comunicó de forma clara que una vez diligenciado el formulario con sus respectivos anexos, debía radicarlos en la Oficina de Atención al Usuario de la Gobernación; iii) que tal dependencia es la encargada de recibir todas las solicitudes prestacionales, donde se genera una radicación que da inicio al proceso, con el cual se pueden consultar sus avances, y, iv) que lo pretendido no ha sido radicado en las ventanillas pertinentes y por ende no se ha iniciado el estudio a que hubiere lugar.

Como se aprecia, pese a que la Secretaría de Educación del Valle esgrime que tiene en su poder los documentos que fueron enviados a la FIDUPREVISORA por el apoderado de la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO y con los cuales pretendía se le diera trámite al reconocimiento de la sustitución pensional, ello no se ha hecho, por cuanto no fueron radicados en la ventanilla de la Oficina de Atención al Usuario de la Gobernación y mucho menos se le asignó un número de radicación.

Si bien, para la parte accionada, ese es el protocolo que debe surtirse para las reclamaciones prestacionales que se arrimen ante dicha Secretaría, considera la Sala que en efecto, como así lo pregona el recurrente, se le están imponiendo cargas adicionales a la señora MARÍA GLORIA, cuando dicha Secretaría, una vez recibió la documentación de FIDUPREVISORA, pudo haber realizado la radicación de tal documentación por medio de la Oficina de Atención al Usuario y luego de ello adelantar el procedimiento que en derecho corresponda
.
Al respecto, la H. Corte Constitucional, ha indicado:
“Así mismo, es pertinente poner de presente que, adicionalmente a los requisitos y exigencias mínimas que se determinan en las disposiciones que rigen los derechos fundamentales de petición y el de acceso a los documentos públicos, las autoridades estatales, en el tratamiento que se le brinde a las peticiones presentadas y en general en todas sus actuaciones, deben sujetarse a los principios que orientan la función y actuación administrativa establecidos en el artículo 209 de la Carta, en concordancia con los fines del Estado consagrados en el artículo 2 de la Constitución, los cuales hacen referencia a la economía, imparcialidad, publicidad, celeridad, eficacia, entre otros
.  

 

En ese sentido, la respuesta que se le otorgue a las solicitudes realizadas en virtud de los anotados derechos, debe ir acorde con los principios antes mencionados, bajo ese punto de vista, no es de recibo exigir a la persona trámites innecesarios o engorrosos, que imponen una carga desproporcionada que no tiene porqué soportar y que se pueden convertir en un obstáculo para la materialización de sus derechos, más aún, cuando la entidad está en la capacidad de evitar tales inconvenientes, para que el peticionario pueda satisfacer de manera idónea sus pretensiones y no verse afectado en sus derechos”.
Debe igualmente recordarse que uno de los pilares del Decreto Antitrámites -019 de 2012-, es el de “facilitar la actividad de las personas naturales y jurídicas ante las autoridades que cumplen funciones administrativas, contribuir a la eficacia y eficiencia de estas y fortalecer, entre otros, los principios de buena fe, confianza legítima, transparencia y moralidad, se requiere racionalizar los trámites, procedimientos y regulaciones innecesarios contenidos en normas con fuerza de ley” por lo cual en su artículo 14 se dispuso:
“PRESENTACIÓN DE SOLICITUDES, QUEJAS, RECOMENDACIONES O RECLAMOS FUERA DE LA SEDE DE LA ENTIDAD. Los interesados que residan en una ciudad diferente a la de la sede de la entidad u organismo al que se dirigen, pueden presentar sus solicitudes, quejas, recomendaciones o reclamaciones a través de medios electrónicos, de sus dependencias regionales o seccionales, Si ellas no existieren, deberán hacerlo a través de aquellas en quienes deleguen en aplicación del artículo 9 de la Ley 489 de 1998, o a través de convenios que se suscriban para el efecto, En todo caso, los respectivos escritos deberán ser remitidos a la autoridad correspondiente dentro de las 24 horas siguientes”. 
Si dicha norma, prevé incluso que por medios electrónicos se puedan arrimar peticiones ante la administración, no puede pretender la Secretaría accionada, con miras simple y llanamente a efectuar un procedimiento de radicación, que la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ vuelva a presentar el cartulario pertinente, pese a que ya cuenta en su poder con la solicitud de su apoderado, así como con los demás anexos -entre ellos  el formato diseñado para ello por la FIDUPREVISORA-, para establecer con ellos si es merecedora del reconocimiento y posterior pago de la sustitución pensional, lo cual como se dijo, lo hubieran podido hacer desde que los recibieron de la FIDUPREVISORA, lo cual sería imponer una carga adicional a la actora, que no está obligada a soportar.
Ahora bien, con la respuesta que le fue enviada por parte de la Secretaría de Educación al abogado de la actora, se observa que en efecto los cuestionamientos elevados fueron respondidos
, no obstante que ello se dio por fuera del término al que alude la ley, lo que de contera motivó al a quo a declarar la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado. Y aunque la Sala está de acuerdo con tal determinación, porque no obstante que lo respondido no consultó los intereses del actor, de todas formas se aprecia que la  Secretaría sí respondió lo reclamado por la actora en marzo de 2017. Pero aún así, la inactividad de la entidad territorial para dar curso al procedimiento reglado en el Decreto 2831 de 2005, da pie a considerar que con ello se vulneró el debido proceso administrativo.

Aunque tal derecho fundamental no fue objeto de requerimiento alguno por la actora, la facultad de fallar extra y ultra petita en materia de tutela ha sido desarrollada ampliamente por la Corte Constitucional, lo cual atiende a la efectividad del estructural principio de prevalencia del derecho sustancial, como situación que permite al juez de tutela determinar qué derechos fueron han sido quebrantados, no obstante que los mismos no hayan sido expresamente identificados por el demandante pero se desprendan de los hechos. Sobre el particular en la Sentencia T-553 de 2008 la Corte Constitucional expresó: 

“Recuérdese lo que al respecto fue mencionado en la sentencia T-886 de 2000, M. P. Alejandro Martínez Caballero:
“…la naturaleza de la acción de tutela, como mecanismo de protección de derechos fundamentales, reviste al juez que conoce de ella de una serie de facultades que, en ejercicio de la jurisdicción ordinaria, no posee. La principal de ellas, consiste en fallar más allá de lo solicitado por quien hace uso de este mecanismo, fallos ultra o extra petita. Prerrogativa que permite al juez de tutela pronunciarse sobre aspectos que, sin ser expuestos como fundamento del amparo solicitado, deben ser objeto de pronunciamiento, por estar vulnerando o impidiendo la efectividad de derechos de rango constitucional fundamental.”

Entonces, sí es posible que el juez ordene la protección judicial de uno o más derechos constitucionales fundamentales que aparezcan vulnerados, así el interesado no lo hubiese solicitado expresamente en la demanda de tutela. Dada la naturaleza de la presente acción, la labor del Juez es impulsar el proceso tutelar y averiguar no solo todos los hechos determinantes, sino los derechos cuya afectación resulte demostrada en cada caso; en otras palabras, en materia de tutela no solo resulta procedente sino justo y reclamado por la preeminencia del derecho sustancial, que las acciones sean falladas extra o ultra petita.”

Conforme lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional, el debido proceso administrativo,

“[…] esta determinado a su vez, como: (i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos  por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guardan relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal
. El objeto de esta garantía superior es asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, la validez de sus propias actuaciones y resguardar el derecho a la seguridad jurídica de los administrados
.  

2.1.3. Además, el derecho al debido proceso administrativo es una garantía que cobija a todas las personas de acceder a un proceso justo y adecuado de tal manera que la privación de ciertos bienes jurídicos por parte del Estado, no pueda hacerse con ocasión de la suspensión en el ejercicio de los derechos fundamentales de los ciudadanos. De ahí entonces, la garantía consubstancial e infranqueable que debe acompañar a todos aquellos actos que pretendan imponer legítimamente a los sujetos cargas, castigos o sanciones
. Si bien la preservación de los intereses de la administración y el cumplimiento de los fines propios de la actuación estatal son un mandato imperativo de todos los procedimientos que se surtan a este nivel, en cada caso concreto debe llevarse a cabo una ponderación que armonice estas prerrogativas con los derechos fundamentales de los asociados”. 
 

En este asunto lo que pretende la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ, por intermedio de su apoderado con la petición elevada, es que por parte de la Secretaría de Educación Departamental del Valle se adelante el procedimiento pertinente con miras a la obtención de la sustitución pensional, con ocasión del fallecimiento de su esposo, el docente ALFREDO ENRIQUE POLANCO VIANA, a la luz de lo reglado en el Decreto 2831 de 2005, de cuyo articulado se destaca:
ARTÍCULO 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones sociales, deberán ser radicadas en la secretaria de educación, o la  dependencia o entidad que haga sus veces, de la respectiva entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante o causahabiente, de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.
ARTÍCULO 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente deberá:

1. Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo.

2. Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por ésta adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente.

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo.
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la Ley.

5. Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a que éstos se encuentren en firme.

PARAGRAFO PRIMERO: Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de conformidad con el procedimiento aquí establecido y aquellas que modifiquen decisiones que con anterioridad se hayan adoptado respecto del reconocimiento de prestaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”.
 

Aunque por parte de la Secretaría de Educación demandada, se indica que la actora MARÍA GLORIA GÓMEZ no ha radicado la solicitud prestacional, para la Sala, como ya se señaló con antelación, el hecho de que la documentación les hubiera sido allegada por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, donde se dirigió inicialmente por error, implica que la entidad debió impartirle a la misma el trámite de ley, esto es, proceder a su radicación y dentro de los 15 días hábiles siguientes, elaborar y remitir a la sociedad Fiduciaria el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, para que el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en igual plazo, le dé aprobación o indique los motivos por los cuales se abstiene de hacerlo, como así lo regula el inc. 2 del artículo 4º de la norma ya aludida, de lo cual hasta el momento nada se ha hecho. 
Para la Sala, en síntesis, se trasgredió el derecho fundamental al debido proceso administrativo de la señora GÓMEZ DE POLANCO, pues no obstante que desde el mes de febrero la entidad territorial cuenta con la documentación requerida para dar iniciación al estudio de su reclamación prestacional, ninguna tarea se ha adelantado, por cuanto no fue radicada de manera directa en las ventanillas de la Oficina de Atención al Usuario de la Gobernación del Valle, situación que le ha impedido obtener un resultado -independientemente de que sea a su favor o no-, observándose con ello que la Secretaría de Educación Departamental del Valle ha omitido el cumplimiento de sus funciones, pues luego de haber recibido la documentación enviada por el Fondo de Prestaciones del Magisterio, debió darle el procedimiento señalado.
Por lo anterior, la Sala acompañará parcialmente la decisión del funcionario de primer nivel en cuanto decretó como hecho superado la vulneración del derecho de petición, pero la modificará para tutelar el debido proceso administrativo que le ha sido quebrantado a la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO por parte de la Secretaría de Educación Departamental del Valle del Cauca, a quien en consecuencia, se le ordenará que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta Sentencia, proceda a otorgarle un número de radicación a la solicitud prestacional que por intermedio de apoderado presentó la señora GÓMEZ DE POLANCO y una vez ello, dentro de los 15 días hábiles siguientes, deberá emitir el proyecto de resolución a que hubiera lugar e igualmente impartirá el procedimiento administrativo que para ello contempla el Decreto 2831 de 2005.

De otro lado y como quiera que hasta el momento no se aprecia que por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio se hubiera incurrido en vulneración de derecho fundamental alguno, se dispondrá su desvinculación.  No obstante, se le instará para que una vez por parte de la Secretaría de Educación del Valle se les remita la documentación pertinente, cumplan con los parámetros reglados en la mencionada normativa.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia de tutela objeto de este proferimiento, en cuanto se negó por hecho superado la vulneración del derecho de petición elevado, pero se MODIFICA por cuanto se TUTELA el derecho al debido proceso administrativo que le asiste a la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO.
SEGUNDO: SE ORDENA a la Secretaría de Educación Departamental del Valle del Cauca, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a asignar un número de radicación a la petición que por intermedio de apoderado allegó la señora GÓMEZ DE POLANCO, para el estudio del reconocimiento de la sustitución pensional, con ocasión el fallecimiento de su cónyuge ALFREDO ENRIQUE POLANCO VIANA.

TERCERO: Efectuado lo anterior, la referida Secretaría contará con un término máximo de 15 días hábiles, para proferir el proyecto de resolución que resuelva lo pedido por la accionante e igualmente le impartirá a la misma el procedimiento dispuesto en el  Decreto 2831 de 2005.

CUARTO: Al no observarse vulneración de derechos fundamentales por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, se desvincula del presente trámite; aun así, se le INSTA para que una vez por parte de la Secretaría de Educación del Valle se remita la documentación relacionada con la solicitud prestacional reclamada por la señora MARÍA GLORIA GÓMEZ DE POLANCO, se cumplan los plazos estipulados en la aludida norma.

QUINTO: Por secretaría se enviará el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� Ello al parecer es lo que iba a ocurrir como lo dio a entender un profesional de la Oficina Jurídica de la Secretaría, mediante correo electrónico de mayo 17 de 2017. Ver folio 33.


� Sentencias T-1078 de 2001, T-487 de 2001 y T-295-07.





� Se le indicó que FIDUPREVISORA envío la documentación y que ningún trámite se ha dado a la misma por falta de radicación.


� Ver sentencia T-552 de 1992. En esta providencia se indicó también que “El proceso administrativo, denominado antes procedimiento administrativo, para diferenciarlo del proceso judicial, en tanto, este último, tenía por finalidad la cosa juzgada; comprende el conjunto de requisitos o formalidades anteriores, concomitantes o posteriores, que establece el legislador para el cumplimiento de la actuación administrativa, y los procedimientos, o pasos que debe cumplir la administración para instrumentar los modos de sus actuaciones en general.”


� Ver sentencias T-830 y T-214 de 2004 y T-522 de 1992.


� Ver sentencia  T-1263 de 2001. 


� Sentencia T-726 de 2008.
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